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Condenado: LAAG
Rad. # 661706000000 2016 00026 -11
Delito: Estafa agravada.
Procedencia: Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira
Asunto: Resuelve recurso de apelación interpuesto por el procesado en contra del auto que se abstuvo de resolver solicitud de libertad por vencimiento de términos.
Decisión: Confirma el proveído confutado.

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

PROCESO PENAL / MEDIDA DE ASEGURAMIENTO PRIVATIVA DE LA LIBERTAD / DURACIÓN DE LA MEDIDA
MEDIDAS DE ASEGURAMIENTO PRIVATIVAS DE LA LIBERTAD – Término de duración.
… acorde con las reformas que la ley # 1.760 de 2.015 le introdujo al sistema procesal penal, se consagró que en materia de las medidas de aseguramiento privativas de la libertad, estas tendrían un término de vigencia o de duración, el que, por regla general, no podrá exceder de un año, contabilizados a partir de la ejecutoria de la providencia mediante la cual al procesado se le definió la situación jurídica con medida de aseguramiento privativa de la libertad.  

… De igual manera, bien vale la pena que se tenga en cuenta que el vencimiento del término de vigencia de una medida de aseguramiento privativa de la libertad no se constituye en una causal de libertad, como erradamente lo reclama el procesado, sino que es un presupuesto del trocamiento de una medida de aseguramiento privativa de la libertad por otra de las medida de aseguramiento no privativas de la libertad, V.gr. caución prendaria, conminación, etc… con las cuales se pueda garantizar la comparecencia del encausado al proceso.
REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image2.png]



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL No. 4
M.P. MANUEL YARZAGARAY BANDERA

AUTO INTERLOCUTORIO DE 2ª INSTANCIA

Pereira, once (11) de febrero de dos mil veinticinco (2.025)
Aprobado Acta No. 117
Hora: 7:50 a.m.
Procesado: LAAG.

Rad. #  661706000000 2016 00026 -11.
Delito: Estafa agravada.

Procedencia: Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira. 

Asunto: Resuelve recurso de apelación interpuesto por el procesado en contra del auto que se abstuvo de resolver una solicitud de libertad por vencimiento de términos. 

Temas: Término de vigencia de las medidas de aseguramiento privativas de la libertad.

Decisión: Confirma el proveído confutado.
ASUNTO:

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por parte del señor LAAG, en contra de la decisión adoptada por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira en las calendas del 13 de agosto de 2.024, por medio de la cual se abstuvo de resolver la solicitud por vencimiento de términos deprecada en nombre propio. 
ANTECEDENTES PROCESALES:

Son relevantes para el presente asunto, los siguientes: 

· El Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira, mediante sentencia adiada 3 de diciembre de 2019, declaró la responsabilidad criminal del señor LAAG, por incurrir en el delito de concierto para delinquir y estafa agravada, en virtud de lo cual fue condenado a purgar la pena de 172 meses y 29 días de prisión y se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria, siendo a su vez  absuelto por los punibles de emisión y transferencia ilegal de cheques y falsedad en documento privado. 

· La sentencia fue apelada por la defensa, y esta Corporación a través de providencia del 10 de febrero de 2022, confirmó la decisión de primer grado, y dispuso precluir la investigación adelantada en contra del señor AGUIRRE GÓMEZ y los otros procesados por el delito de concierto para delinquir, debido a que había prescrito la acción penal por esa conducta punible, procediendo a redosificar la pena principal impuesta al sentenciado, quedando esta en 147 meses y 29 días de prisión.

· A la fecha, dicha actuación penal se encuentra en la Honorable Corte Suprema de Justicia pendiente de que se desate el recurso extraordinario de casación interpuesto, entre otros, por la defensa del sentenciado AGUIRRE GÓMEZ.
· El 31 de julio de 2.024, el Sr. LAAG presentó solicitud de libertad por vencimiento del término razonable ante el Juzgado fallador, al considerar que pese a que han trascurrido ocho (8) años desde que fue vinculado al presente proceso, no se ha emitido una sentencia definitiva en su contra, situación que vulnera los plazos establecidos en el Código de Procedimiento Penal, especialmente en lo que concierne a los términos máximos para la resolución de la segunda instancia.
· La petición deprecada por el procesado, fue resuelta por parte del Juzgado de primer nivel mediante providencia adiada el 13 de agosto de 2.024, en la que se abstuvo de resolver la solicitud aludida
· En contra de dicha determinación, se interpuso por el penado recurso de apelación. 
LA PROVIDENCIA CONFUTADA:

Se trata del auto interlocutorio adiado el 13 de agosto de 2.024, mediante el cual el Juzgado de primer nivel se abstuvo de resolver la solicitud de libertad deprecada por el procesado, por considerar que la privación de la libertad que pesa sobre el señor AGUIRRE GÓMEZ no es producto de medida de aseguramiento alguna, sino que obedece a la pena que se le impuso en la sentencia condenatoria proferida por ese despacho judicial, misma que fue confirmada por esta Sala de Decisión Penal. 
A su vez, se le puso de presente que su aprehensión se dio con motivo a una orden de captura, que fue emitida precisamente para que empezara a cumplir la pena impuesta, la que solamente vino a ser materializada el 15 de agosto de 2023, fecha desde la que se encuentra privado de libertad descontando la sanción a la que se hizo acreedor. 
Finalmente, se le realizó una breve explicación frente a las posibilidades que le asisten para acceder a la libertad de acuerdo a la situación jurídica que afronta. 
LA ALZADA:
Al expresar su inconformidad con el contenido de la decisión opugnada, el procesado LAAG expuso los siguientes argumentos:
· Señaló que pese a que existen dos fallos en su contra, al día de hoy no se ha logrado desvirtuar su presunción de inocencia, ello si se tiene en cuenta que aún está a la espera de que se resuelva el recurso extraordinario de casación que fue impetrado ante la Honorable Corte Suprema de Justicia. 
· Adujo que desde su captura se han presentado múltiples errores, toda vez que fue recluido en una prisión lejos de su comunidad y su familia (EPC CALARCÁ), no obstante que su arraigo se encuentra en el municipio de Dosquebradas. 

· Expuso que el delito por el que fue procesado no se encuentra excluido de beneficios y subrogados penales, doliéndose además de que en la sentencia no se hizo alusión al derecho al permiso de 72 horas o la prisión domiciliaria a los que cree tener derecho. 
· Trajo a colación el contenido de la sentencia de la Corte Constitucional C-221 de 2017, por considerar que a pesar de estar privado a efectos de una pena en primera o segunda instancia, no se puede obviar la presunción de inocencia, y que las medidas de aseguramiento no son eternas, máxime cuando no se tienen antecedentes penales u otras condenas. 
· Reprocha que no se le ha otorgado ningún tipo de beneficio durante el tiempo que ha estado privado de su libertad, en donde, según sus dichos, no tiene acceso a salud, educación u opciones de redención que le permitan disminuir la pena que le fue impuesta. 

En ese orden de ideas, solicitó que se revoque la medida de aseguramiento, o en su defecto, se sustituya por una menos gravosa. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA: 

· Competencia:

La Sala está habilitada funcionalmente para desatar la apelación interpuesta en contra del auto referido al inicio, de conformidad con lo dispuesto en los Artículos 20 y 34 – numeral 1° de la Ley 906 de 2004.
· Planteamiento del problema jurídico:

El problema jurídico del presente asunto, gira en torno a establecer si: 
¿En la fase procesal posterior a la emisión de la sentencia condenatoria, podría operar la causal de subrogación de las medidas de aseguramiento privativas de la libertad — consagrada en el parágrafo # 1 artículo 307 del C.P.P. — por alguna de las medidas de aseguramiento no privativas de la libertad, como consecuencia del incumplimiento del plazo razonable de vigencia de las medidas de aseguramiento privativas de la libertad?
· Solución:

Antes de dar solución al problema jurídico propuesto en precedencia, se debe advertir que gran parte del contenido plasmado en el escrito de apelación allegado por parte del recurrente, gira en torno a poner de presente situaciones y/o solicitudes diferentes a las que fueron objeto de debate en sede de primera instancia, pues recuérdese que la solicitud que hoy ocupa la atención de esta Corporación, es referente a una libertad por vencimiento de términos, misma que fue objeto de pronunciamiento por parte del Juzgado A quo, y frente a la cual  se alzó el ciudadano AGUIRRE GÓMEZ, por lo tanto, se advierte desde ahora, que en relación a los temas que no fueron objeto de controversia, no se hará pronunciamiento alguno en la presente decisión. 
Ahora bien, en lo que atañe con la controversia propuesta por el recurrente, la cual tiene que ver con el supuesto reconocimiento del derecho a la libertad del procesado como consecuencia del vencimiento de los plazos razonables de vigencia de las medidas de aseguramiento privativa de la libertad, la Sala desde ya anunciará que no le asiste la razón, y en consecuencia la decisión confutada ha de ser confirmada, por cuanto: a) No existe una causal de libertad por vencimiento de los términos de la vigencia de una medida de aseguramiento privativa de la libertad — consagrada en el parágrafo # 1 artículo 307 del C.P.P. — dado que en esos eventos lo que procede es una subrogación de la medida de aseguramiento privativa de la libertad por una no privativa de la libertad; b) El procesado en la actualidad se encuentra privado de la libertad como corolario de la pena de prisión que le fue impuesta, y no como consecuencia de una medida de aseguramiento privativa de la libertad.
Para demostrar lo antes expuesto, es menester que se tenga en cuenta que acorde con las reformas que la ley # 1.760 de 2.015 le introdujo al sistema procesal penal, se consagró que en materia de las medidas de aseguramiento privativas de la libertad, estas tendrían un término de vigencia o de duración, el que, por regla general, no podrá exceder de un año, contabilizados a partir de la ejecutoria de la providencia mediante la cual al procesado se le definió la situación jurídica con medida de aseguramiento privativa de la libertad.  
De igual manera, bien vale la pena que se tenga en cuenta que el vencimiento del término de vigencia de una medida de aseguramiento privativa de la libertad no se constituye en una causal de libertad, como erradamente lo reclama el procesado, sino que es un presupuesto del trocamiento de una medida de aseguramiento privativa de la libertad por otra de las medida de aseguramiento no privativas de la libertad, V.gr. caución prendaria, conminación, etc… con las cuales se pueda garantizar la comparecencia del encausado al proceso. 

Finalmente, es menester que se tenga en cuenta que el término de la vigencia de la medida de aseguramiento privativa de la libertad no es absoluto, dado que ésta tiene como su límite la finalización de la fase del juicio oral, la cual tiene lugar cuando se anuncia el sentido del fallo y se profiere la correspondiente sentencia de condena, etapa en la cual la privación de la libertad del procesado ya no es como consecuencia de la imposición de una medida de aseguramiento privativa de la libertad, sino como corolario de la declaratoria de su compromiso penal, y de la pena de prisión que le correspondería purgar. 
En tal sentido, se hace necesario citar los pronunciamientos que ha emitido la Sala de Casación de la Corte Suprema de Justicia al respecto, entre otros; AP4711-2017 Radicación  # 49734, en donde moduló, acorde con la realidad jurídica, lo dicho por la Corte Constitucional en la polémica sentencia C-221 de 2017, al establecer que las medidas de aseguramiento, en especial las privativas de la libertad, tenían como límite de vigencia el fallo o el anuncio del sentido del mismo, lo que quiere decir que en aquellos eventos en los cuales se haya anunciado el sentido del fallo o proferido fallo de condena, no sería procedente la hipótesis de sustitución de medidas de aseguramiento regulada en el parágrafo 1º del articulo 307 C.P.P. (artículo 1º de la Ley # 1.786 de 2.016).
Acorde con todo lo anterior, para la Sala es claro que la petición deprecada por el procesado se tornaba en improcedente, dado que en la actualidad se encuentra privado de la libertad en virtud de una sentencia condenatoria y no como consecuencia de una medida de aseguramiento privativa de la libertad, por cuanto sus efectos han cesado desde el anuncio del sentido del fallo o a partir de la lectura de la sentencia de condena.

Finalmente, a modo de colofón, la Sala considera que en el presente asunto no es necesario llevar a cabo la correspondiente audiencia de lectura de lo resuelto y decidido por la Colegiatura en sede de 2ª instancia, lo cual se torna en algo manifiestamente innecesario y totalmente superfluo, porque se está en presencia de una decisión interlocutoria de 2ª instancia en contra de la cual no procede ningún tipo de recurso.

Ante tal situación, la Sala ordenará que por Secretaría se proceda a notificar a las partes y demás intervinientes del contenido de esta providencia de 2ª instancia mediante la remisión de copias de la misma vía correo electrónico, tal como lo regula el artículo 8º de la ley # 2.213 de 2.022 que avala ese tipo de notificaciones, lo cual relevaría a la Sala de la obligación de llevar a cabo la correspondiente audiencia de lectura del presente fallo de 2ª instancia.       

Siendo así las cosas, al no hallarle razón a los reproches formulados por el apelante, la Sala, como lo anticipó, procederá a confirmar la providencia opugnada.
En mérito de todo lo antes expuesto, la Sala de Decisión Penal # 4 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE: 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto interlocutorio adiado el 13 de agosto de 2.024, mediante el cual, el Juzgado 5º Penal del Circuito de esta localidad se abstuvo de pronunciarse sobre una petición de libertad por vencimiento de términos elevada por el sentenciado LAAG.
SEGUNDO: ORDENAR que por Secretaría se proceda a notificar a las partes y demás intervinientes del contenido de esta providencia de 2ª instancia mediante la remisión de copias de la misma vía correo electrónico, tal como lo regula el artículo 8º de la ley # 2.213 de 2.022 que avala ese tipo de notificaciones, lo cual relevaría a la Sala de la obligación de llevar a cabo la correspondiente audiencia de lectura del presente fallo de 2ª instancia.       

TERCERO: DECLARAR que contra esta decisión de 2ª instancia no procede recurso alguno.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

-CON FIRMA ELECTRÓNICA-
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

-CON FIRMA ELECTRÓNICA-

JAIRO MAURICIO CARVAJAL BELTRÁN
Magistrado
-CON FIRMA ELECTRÓNICA-

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA
Magistrado
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